




































ETAPA DE INVESTIGACIÓN

Colaborar con el Ministerio
Publico.

Solicitar diligencias de
investigacion.

Impugnar omisiones del
Ministerio Publico.

Ofrecer y aportar pruebas y
testigos.

Acceder a la carpeta de
investigacion y a los
datos necesarios para la
defensa.

Peritos:
Autonomía técnica, especialidades
acreditadas, derechos laborales y carrera
pericial, capacitación contínua, designación
conforme a especialidad, acceso a objetos,
lugares y personas, no interferencias en
dictámenes, protección en el servicio,
remuneracion adecuada.

Ministerio Público:
Dirigir la investigacion, solicitar diligencias,
coordinar policias y peritos, tener acceso a la
investigacion.

Policía:
Actua bajo direccion del Ministerio Publico e
investiga.

Defensoria pública:
Acceso a la carpeta, solicitud de pruebas y
diligencias, entrevista con la imputada.

Asesores jurídicos:
Acceso a la carpeta, coadyuvancia con el
Ministerio Público y ofrecimientos de pruebas.

ETAPA DE JUICIO

Suspension del
procedimiento cuando
corresponda.

Intervenir en el juicio e
interponer recursos.

Ser juzgadas en
audiencia publica por
autoridad competente.

Ser juzgada en plazos
razonables.

Ministerio Publico:
Presentar teoria del caso e interponer
recursos, participar en audiencia, intervenir
en debate.

Defensoria publica y asesores:
Participar en audiencia, intervenir en debate,
contradiccion, alegatos y recursos, impugnar
omisiones del Ministerio Publico.

ETAPA DE EJECUCION DE LA PENA

Reparacion integral del
dano.

No prolongacion
indebida de la privacion
de libertad.

Ministerio publico, defensores y asesores:
Participar en incidencias de ejecución,
promover medios de impugnación e
interponer recursos.

Ministerio publico:
Intervenir en el seguimiento y ejecución de
la pena.

17

DENUNCIANTE PROCESADA OPERADORES DE JUSTICIA







Autonomía, agencia y participación informada
El diagnóstico documentó una y otra vez que las mujeres no entendían lo que
estaba pasando en su proceso: no sabían qué firmaban, no conocían sus
opciones, no comprendían las consecuencias de las decisiones que las
autoridades tomaban en su nombre o con su firma obtenida bajo presión. Esa
ignorancia no fue accidental; fue producida por un sistema que no las
reconoce como sujetas con derecho a decidir.

Las autoridades deberán reconocer a las mujeres como sujetas activas de
derechos, con plena capacidad para participar y decidir sobre su proceso.
Deberán garantizar información clara y comprensible en cada etapa,
respetar sus decisiones incluso cuando no coincidan con las expectativas
institucionales, y abstenerse de ejercer cualquier forma de presión, amenaza
o manipulación. Una mujer que no entiende su proceso no está ejerciendo
sus derechos: está siendo procesada.

Derecho a la información, comprensión del proceso y
participación efectiva

Las mujeres tienen derecho a saber qué está pasando, qué puede pasar y qué
pueden hacer. Ese derecho fue violado en prácticamente todos los casos del
diagnóstico. Las autoridades deberán verificar no solo que la información fue
proporcionada, sino que fue efectivamente comprendida, lo que implica usar
lenguaje accesible, proveer intérpretes cuando sea necesario y asegurarse de
que la comprensión no sea un trámite, sino una realidad.

Integridad personal, emocional y psicosocial

El proceso penal produce daño. Lo produce en quien denuncia y lo produce
en quien es imputada. Las mujeres del diagnóstico describieron ese daño
con precisión: el miedo, el agotamiento, la vergüenza, la sensación de no
tener salida. Las autoridades deberán proteger activamente la integridad
física, emocional y psicosocial de las mujeres durante todo su contacto
con el sistema, con trato empático, evitando exposiciones innecesarias a
contextos hostiles y canalizando oportunamente a servicios de apoyo
cuando sea necesario.
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Enfoque comunitario y de cuidado

Las mujeres no entran al sistema solas. Entran con familias, hijas e hijos, y
redes de cuidado que dependen de ellas. El diagnóstico mostró que el
sistema ignora esto por completo: detiene, procesa y encarcela sin
considerar el impacto en esas redes. Las autoridades deberán facilitar la
presencia de acompañantes de confianza, respetar y no debilitar los
vínculos comunitarios, y evitar decisiones que profundicen rupturas ya de
por sí costosas. El aislamiento institucional, como señaló el diagnóstico, no
solo viola derechos: incrementa la vulnerabilidad y el daño.
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4.3. Obligaciones generales
El diagnóstico fue claro en un punto que esta sección recoge como
premisa: las violencias institucionales no son exclusivas de una figura ni de
una etapa. Las vivió L. cuando el Ministerio Público desacreditó su denuncia.
Las vivió Ericka cuando la policía la detuvo sin orden. Las vivió María cuando
pasó casi dos décadas en prisión preventiva sin que nadie le explicara sus
opciones. Son violencias que atraviesan todo el sistema y que todas las
personas que lo operan tienen la capacidad, y la obligación, de interrumpir.

Las obligaciones que se enuncian a continuación aplican a toda persona
operadora del sistema de justicia penal, con independencia de su cargo o
adscripción institucional, desde el primer contacto con una mujer hasta la
conclusión del proceso. No son recomendaciones: son estándares mínimos
cuyo incumplimiento puede constituir violencia institucional, revictimización o
discriminación, y dar lugar a responsabilidades administrativas, disciplinarias
o legales conforme a la normatividad aplicable.

1. Abstenerse de emitir juicios, estereotipos o valoraciones morales

Las mujeres del diagnóstico describieron con precisión cómo los estereotipos
de género operaron en su contra desde el primer momento: sus relatos fueron
recibidos con escepticismo por cómo vestían, por su historia sexual, por ser
madres solteras, por vivir en pobreza, por ser lesbianas, por ser indígenas. Esos
prejuicios no son opiniones personales inocuas; son mecanismos que
determinan a quién se le cree, a quién se investiga y a quién se encarcela.
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Las autoridades deberán prevenir cualquier forma de revictimización
derivada de sus propias prácticas. Para ello deberán evitar la repetición
innecesaria del relato, coordinarse entre instituciones para impedir
duplicidades en entrevistas o declaraciones, y abstenerse de interrogatorios
hostiles, culpabilizantes o procedimientos invasivos sin justificación. La
coordinación interinstitucional no es solo una buena práctica: es una
obligación que el diagnóstico observa como urgente.

4. Registrar de manera íntegra, fiel y accesible las actuaciones

El diagnóstico documentó expedientes con errores, omisiones deliberadas y
declaraciones que no reflejaban lo que las mujeres habían dicho. En algunos
casos, esos registros defectuosos fueron la base de decisiones judiciales que
las perjudicaron de manera irreversible. Un expediente manipulado no es un
error administrativo: es la arquitectura de una injusticia.

Toda declaración, denuncia, entrevista o testimonio deberá registrarse de
forma completa, precisa y fiel, sin omisiones ni distorsiones que alteren el
sentido del relato. Las autoridades deberan abstenerse de incorporar
valoraciones personales en los registros y garantizar que las mujeres
puedan revisar, validar y solicitar correcciones antes de firmar. Una mujer
no debería ser vinculada a un documento que no reconoce como suyo.

5. Informar oportunamente sobre derechos y etapas del proceso
Las mujeres del diagnóstico no sabían qué estaba pasando. No sabían que
tenían derecho a una defensa gratuita. No sabían que podían solicitar medidas
de protección. No sabían en qué etapa estaba su proceso ni qué podían
esperar. Esa desinformación no fue accidental: fue producida por un sistema
que no invierte en que las mujeres entiendan lo que les está ocurriendo.

Las autoridades deberán garantizar el derecho de las mujeres a recibir
información clara, completa y comprensible sobre sus derechos, el
desarrollo del proceso, las autoridades responsables, las medidas
disponibles y las alternativas legales aplicables. La información deberá
proporcionarse en lenguaje accesible, sin tecnicismos, y con los ajustes
necesarios en función de la lengua, la alfabetización, la discapacidad o la
edad. En ningún caso deberán usarse expresiones que desincentiven el
ejercicio de derechos o minimicen la gravedad de lo denunciado.



Estas obligaciones rigen desde el primer contacto de una mujer con
cualquier autoridad del sistema hasta la conclusion del proceso y,
cuando corresponda, durante la ejecucion de la pena. Su cumplimiento
no es el techo de lo que el sistema debe hacer, es el piso desde el cual
debe comenzar.

4.4. Actuación por perfil
Con el fin de prevenir y reducir las violencias institucionales basadas en
género hacia mujeres en contacto con el sistema penal, las autoridades
deberán observar, además de las obligaciones generales, las siguientes
reglas específicas según su perfil institucional. El incumplimiento de estas
disposiciones podría constituir violencia institucional, revictimización o
discriminación.

A) MINISTERIO PÚBLICO
Obligación Detalle

Recibir denuncias y declaraciones con
enfoque de género

Escuchar el testimonio sin interrupciones, juicios ni
comentarios personales.
Utilizar preguntas abiertas, evitando culpabilizacion o duda
sistematica.

Garantizar registro íntegro y fiel Asentar los hechos de manera completa y textual, sin
reinterpretaciones ni omisiones.
Permitir que la mujer revise el acta, solicite correcciones y
valide su contenido.

Evitar revictimizacion y desgaste
institucional

Minimizar entrevistas repetidas y coordinar actuaciones
con otras autoridades.
Abstenerse de exigir pruebas inmediatas como
condicion para investigar.

Activar medidas de proteccion y
diligencia reforzada

Evaluar riesgos de manera inmediata y solicitar medidas
cautelares o de proteccion urgentes.
Investigar con prontitud, exhaustividad y seriedad, sin
dilaciones injustificadas.

Garantizar accesibilidad e
interseccionalidad

Proveer intérpretes, ajustes razonables o apoyos cuando
existan barreras lingüísticas, culturales o de discapacidad.
Considerar condiciones estructurales como la pobreza, la
maternidad, la pertenencia indígena o la identidad de
género.

A) Ministerio Público

Brindar primer contacto respetuoso, garantizar
seguridad y canalizar oportunamente.

Primer contacto respetuoso

Detalle
B) Policía

Obligación
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aplicar una perspectiva de género con enfoque interseccional, porque el
diagnóstico mostró que las violencias se agravan cuando se suman
condiciones de exclusión que el sistema sistemáticamente ignora. La
tercera desarrolla las obligaciones transversales que aplican en todo
momento del proceso, tanto para mujeres denunciantes como imputadas,
porque el diagnóstico no encontró una sola etapa libre de violencias
institucionales. La cuarta desagrega esas obligaciones por perfil de
usuaria, porque aunque los patrones son compartidos, las situaciones
específicas de quien denuncia y de quien es imputada tienen
particularidades que exigen respuestas diferenciadas.

Supuestos o condiciones básicas para la implementación de
recomendaciones
A continuación, se comparten algunas condiciones básicas para favorecer
la implementación de las guías de actuación.

Capacitación continua en derechos humanos, género e
interseccionalidad

• Formación permanente en igualdad de género y en prevención y atención de la
violencia contra las mujeres, incluyendo a personas de la diversidad sexo-genérica.

• Capacitación sobre los derechos de las mujeres denunciantes, imputadas y
procesadas, con énfasis en las afectaciones y violencias reiteradas que
enfrentan al transitar por el sistema de justicia.
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• Desarrollo de capacidades para aplicar el enfoque diferencial e interseccional
de género, garantizando una atención libre de violencia, discriminación y
revictimización.

• Conocimiento y aplicación de estándares nacionales e internacionales en
materia de perspectiva de género e interseccionalidad.

• Sensibilización y formación para prevenir violencias y prácticas discriminatorias
hacia mujeres funcionarias y operadoras del sistema de justicia.

Asignación presupuestaria suficiente y etiquetada

• Garantizar recursos adecuados y etiquetados en todas las instancias que
integran el sistema de justicia penal, con especial énfasis en Fiscalías, Agencias
del Ministerio Público y áreas de atención a víctimas.

• Reconocer el presupuesto como una condición indispensable para prevenir
violencias institucionales, erradicar prácticas revictimizantes y garantizar el
acceso efectivo de las mujeres a la justicia.



Condiciones para garantizar los derechos de las personas
operadoras de justicia

• Asegurar condiciones de trabajo digno conforme al artículo 123 constitucional:
jornadas laborales adecuadas, días de descanso, vacaciones, salario justo y
licencias de maternidad y paternidad.

• Contar con infraestructura, instalaciones y equipamiento suficientes, adecuados y
seguros para el desempeño de funciones.

• Garantizar acceso a la seguridad social en los términos previstos por la
Constitución.

• Promover entornos laborales libres de violencia y discriminación hacia mujeres y
personas de la diversidad sexual, prohibiendo toda forma de exclusión por sexo,
género, maternidad, orientación o identidad sexo-genérica, origen étnico u otras
condiciones.

• Elaborar protocolos claros de actuación frente a discriminación y violencia en el
ámbito laboral.

• Establecer mecanismos accesibles de queja y denuncia por violencia de género o
discriminación dentro de las instituciones.

• Proteger la seguridad e integridad de las mujeres que presenten quejas o
denuncias.

• Garantizar la capacitación y profesionalización continua como parte del
fortalecimiento institucional.

Condiciones para garantizar los derechos de las mujeres usuarias
del sistema de justicia penal

• Asegurar espacios físicos dignos, seguros y adecuados para la atención: salas
privadas para denunciar, áreas de espera separadas de agresores, condiciones
mínimas de higiene, iluminación, accesibilidad y contención emocional.

Condiciones para el monitoreo y evaluación institucional

• Diseñar e implementar mecanismos periódicos de monitoreo sobre la actuación
de personas funcionarias y operadoras del sistema de justicia.

• Establecer sistemas de evaluación del desempeño y del cumplimiento de
obligaciones mediante indicadores claros, así como observatorios ciudadanos u
otras herramientas de rendición de cuentas.
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5. Guía básica para aplicar perspectiva
de género interseccional
A continuación, con base en el Protocolo para juzgar con perspectiva de
género (SCJN, 2020) y las voces directamente afectadas por el abuso del
sistema de justicia, se proporcionan criterios fundamentales para
identificar hechos o situaciones de desigualdad, violencia y relaciones de
poder que colocan a las mujeres en desventaja dentro del proceso penal.

Identificar situaciones de poder, desigualdad y/o violencia que
pongan en desventaja a la mujer usuaria

• Identificar si es señalada de manera discriminatoria como "sospechosa".

• Identificar la combinación de dos o más elementos o factores que
puedan ser motivo de discriminación y que puede obstaculizar el ejercicio
de derechos humanos (SCJN, 85) como:

edad / género, identidad sexual / nivel educativo / nivel económico / contextos
de pobreza / contextos de violencia familiar, comunitaria / perteneciente a
otros grupos en situación de vulnerabilidad: pueblos originarios,
afrodescendientes, migrante / discapacidad / madre, cuidadora y/o cuenta
con dependientes económicos

• Analizar de qué manera estas particularidades impactaron en el tipo y grado de
vulneración a sus derechos.

→ Si en alguna de estas preguntas la respuesta es afirmativa, se requiere
llevar a cabo un análisis de contexto que permita descartar que en el caso
concreto existe una relación desigual de poder o situación de violencia.

Análisis del contexto: identificación de asimetrías de poder y
violencia

Estudiar el contexto permite interpretar adecuadamente los hechos,
conductas o expresiones dentro del entorno social, normas, costumbres,
estereotipos de género, elementos. Analizar el contexto nos lleva a
entender las posibles causas o motivos detrás de los hechos; la
configuración de las estructuras de poder y redes alrededor del caso, así
como situaciones de discriminación, violencia o desigualdad.
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1.  Análisis de contexto objetivo

Se refiere al escenario generalizado que enfrentan ciertos grupos sociales.
En el caso de las mujeres, esta relacionado con un entorno sistemático de
opresion. Acciones que debe realizar la autoridad:

Considerar el lugar y momento en que ocurrieron los hechos.

Determinar si el caso es un hecho aislado o parte de un patron recurrente.

Recopilar datos y estadísticas sobre el tipo de violencia o discriminacion
alegada, para identificar situaciones persistentes en ciertos grupos.

Realizar un análisis interseccional: identificar si el caso se relaciona con otros
factores ademas del genero, como edad, origen étnico o condición social.

2. Análisis del contexto subjetivo

Este atiende a la situación especifica que enfrenta la persona o personas,
en este caso, de la mujer usuaria; si hay algún factor que la coloca en una
situación de vulnerabilidad, con la posibilidad de ser agredida o victimizada.
Identificar:

Condiciones de identidad de las partes involucradas: género, sexo, expresión
de género, orientación sexual, origen étnico, religión, nacionalidad, entre otras.

Factores particulares: nivel educativo, condiciones laborales, condición
migratoria, salud, nivel socioeconómico, etc.

Si las partes se conocían previamente y qué relación tenían (afectiva,
familiar, laboral, docente, comunitaria, entre otras). Esto constituye una de las
primeras señales de desigualdad de poder o violencia.

Determinar si existe dependencia emocional o económica, o una relación
asimétrica. Por ejemplo: diferencias de edad, relación profesor-estudiante, si
en la relación una parte no percibe ingresos o tiene ingresos menores, etc.

Examinar quién toma decisiones en esa relación, cómo se toman y si hay
participación equitativa.

Reconocer si los hechos o pruebas muestran alguna conducta que pueda
constituir violencia, determinar que tipo de violencia y en que espacio o
ámbito se presenta.

Considerar que una manifestación contundente del poder es la existencia de
violencia, que afecta desproporcionadamente a mujeres, niñeces y personas
de la diversidad sexual.
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Analizar los hechos y pruebas sin estereotipos o prejuicios de
género

Desechar cualquier estereotipo o prejuicio de género al momento de cuestionar
los hechos y analizar las pruebas.

Apreciar los hechos y las pruebas con sensibilidad sobre las cuestiones de
género.

Aplicar una perspectiva de derechos humanos con enfoque interseccional.

Emplear un lenguaje incluyente, libre de estereotipos y prejuicios,
no revictimizante, claro y accesible

Visibilizar a las mujeres y evitar generalizaciones masculinas como norma. Ej.:
"la persona imputada", "la parte actora", "la ciudadanía".

Nombrar a las mujeres por su cargo, profesión o rol con el femenino
correspondiente. Ej.: "la jueza", "la defensora", "la médica".

Utilizar sustantivos neutrales cuando sea posible. Ej.: "personal", "equipo",
"infancia", "comunidad".

Argumentar sin reproducir expectativas sociales sobre lo que debe ser
"femenino" o "masculino". Ej.: evitar valorar credibilidad por forma de vestir o
reaccionar.

Identificar y denunciar expresiones discriminatorias cuando aparezcan en
pruebas o actuaciones.

Evitar frases que responsabilicen a las víctimas o minimicen la violencia. Ej.: no
sugerir que "ella se expuso" o "debió evitarlo".

Analizar si el género influyó en los hechos, preguntando: el caso habria sido
distinto si el género de una de las partes fuera otro?

Evaluar si los hechos se relacionan con roles y estereotipos de género o con
cargas sociales impuestas.

Identificar indicios de discriminación o violencia por motivos de género.

Contrastar el contexto objetivo con los hechos del caso para determinar si se
trata de violencia sistemática o desigualdad estructural que afecta a un grupo
determinado.

 Resumen del contexto de análidis
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Narrar hechos con respeto, evitando detalles innecesarios que humillen o
estigmaticen.

Usar términos juridicos con sensibilidad para no reproducir violencia institucional.

Redactar resoluciones y documentos en lenguaje comprensible para cualquier
persona, no solo para especialistas.

Explicar conceptos clave cuando sea necesario, evitando tecnicismos excesivos.

Comunicar decisiones con transparencia.



6. Lineamientos generales para
reducir las violencias institucionales
basadas en género hacia las mujeres
usuarias
A continuación se presentan lineamientos básicos y guías de actuación
que toda persona operadora y/o funcionaria pública debe considerar para
prevenir y reducir las violencias institucionales basadas en género hacia
mujeres usuarias del sistema de justicia penal. Es fundamental recordar
que aplicar perspectiva de género interseccional implica entre otras
cuestiones:

- Identificar desigualdades.

- Analizar el contexto.

- Evitar estereotipos y prejuicios basados en género.

- Garantizar lenguaje incluyente y no revictimizante.

Lineamiento 1: Garantizar el derecho a una defensa jurídica
adecuada con perspectiva de género

QUÉ Sí HACER QUÉ EVITAR

● Asegurar que toda mujer cuente con
defensa técnica desde el primer contacto
con el sistema de justicia.

● Informar de manera clara, oportuna y en
su lengua sobre sus derechos, el proceso y
las opciones disponibles.

● Verificar que la defensa actúe con
perspectiva de género e interseccionalidad.

● Garantizar que la defensa sea activa,
diligente y efectiva, no solo formal.

● Asignar personas defensoras sin
capacitación en género o derechos
humanos de las mujeres.

● Permitir defensas pasivas, simuladas o
que no representen los intereses de la mujer.

● Omitir informar a la mujer sobre sus
derechos o el estado de su proceso.

● Naturalizar la falta de defensa
adecuada como algo inevitable o normal.

Autoridades responsables: Defensoría Pública, Poder Judicial, Fiscalía General / Ministerio
Público
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Lineamiento 2: Comunicación clara, oportuna y sin tecnicismos

QUE SÍ  HACER QUE EVITAR

● Explicar cada etapa del proceso en
lenguaje sencillo y accesible.

● Verificar que la mujer comprenda la
información proporcionada.

● Ofrecer interpretación o traducción si la
mujer habla otra lengua.

● Proporcionar información por escrito
cuando sea posible.

● Usar tecnicismos jurídicos sin explicación.

● Asumir que la mujer entiende el proceso
sin verificar.

● Negar servicios de interpretación o
traducción.

● Dar información contradictoria o
incompleta.

Autoridades responsables: Todas las autoridades del sistema de justicia penal

Lineamiento 3: Garantizar la participación activa de las
mujeres en su propio proceso

QUÉ SÍ HACER QUÉ EVITAR

● Garantizar que la mujer sea escuchada y
participe activamente en las decisiones
sobre su caso.

● Informar sobre cada etapa procesal y las
opciones disponibles antes de tomar
decisiones.

● Respetar la autonomía y voluntad de la
mujer en todo momento.

● Facilitar su acceso a mecanismos de
participacion efectiva.

● Tomar decisiones sobre el caso sin
consultar ni informar a la mujer.

● Excluirla de audiencias, reuniones o
momentos clave del proceso.

● Imponer soluciones sin considerar su
opinion o voluntad.

● Minimizar su capacidad de decisión o
agencia.

Autoridades responsables: Todas las autoridades del sistema de justicia penal
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Lineamiento 4: Trato digno y libre de estereotipos de género

QUÉ SÍ HACER QUÉ EVITAR

● Tratar a toda mujer con dignidad, respeto
y empatia, independientemente de su
condición.

● Evitar juicios de valor sobre su apariencia,
conducta, vida sexual o decisiones
personales.

● Garantizar un trato libre de estereotipos
de género en todas las etapas del proceso.

● Reconocer y respetar la diversidad de las
mujeres.

● Emitir comentarios sobre su vestimenta,
conducta o vida personal.

● Cuestionar su credibilidad con base en
estereotipos de género.

● Utilizar un tono condescendiente,
intimidante o culpabilizador.

● Hacer distinciones basadas en apariencia,
origen étnico o condición social.

Autoridades responsables: Todas las autoridades del sistema de justicia penal

Lineamiento 5: Prevención de la revictimización

QUÉ SÍ HACER QUÉ EVITAR

● Evitar que la mujer tenga que repetir su
relato innecesariamente ante distintas
autoridades.

● Coordinar entre instituciones para
compartir información sin revictimizar.

● Garantizar espacios seguros y privados
para la declaracion.

● Ofrecer acompanamiento psicológico
durante el proceso.

● Obligar a la mujer a repetir su testimonio
multiples veces sin justificacion.

● Exponer su identidad, datos personales o
detalles intimos del caso.

● Cuestionar su relato con preguntas
invasivas o culpabilizadoras.

● Minimizar o desestimar su experiencia de
violencia.

Autoridades responsables: Fiscalia, Poder Judicial, Defensoria Pública, Policia, Servicios
Periciales
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Lineamiento 6: Prohibición de la criminalización de las mujeres

QUÉ SÍ HACER QUÉ EVITAR

● Analizar el contexto de violencia o
coacción en que la mujer pudo haber
actuado.

● Considerar si la mujer fue obligada o
coercionada para cometer el delito.

● Aplicar perspectiva de género al valorar la
participación de la mujer en los hechos.

● Garantizar presunción de inocencia sin
sesgos de género.

● Criminalizar a mujeres víctimas de
violencia que actuaron en defensa propia.

● Ignorar contextos de trata, explotación o
coacción.

● Aplicar penas desproporcionadas sin
considerar el contexto de género.

● Juzgar con base en estereotipos sobre el
rol de la mujer.

Autoridades responsables: Fiscalía, Poder Judicial, Defensoría Pública
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Lineamiento 7: Acceso a asesoría jurídica y acompañamiento
digno

QUÉ SÍ HACER QUÉ EVITAR

● Garantizar acceso a asesoría jurídica
gratuita, oportuna y con perspectiva de
género.

● Ofrecer acompañamiento psicosocial
durante todo el proceso.

● Informar sobre redes de apoyo, refugios y
servicios disponibles.

● Facilitar el acceso a medidas de
protección cuando exista riesgo.

● Condicionar el acceso a asesoría o
acompañamiento.

● Negar información sobre servicios de
apoyo disponibles.

● Dejar a la mujer sin orientación sobre
medidas de protección.

● Limitar el acompañamiento a una sola
etapa del proceso.

Autoridades responsables: Defensoría Pública, Fiscalía, Comisión de Víctimas, Poder Judicial

6.1 Mujeres denunciantes
A continuación se presentan recomendaciones para las autoridades durante los
momentos críticos del proceso cuando interactúan con mujeres denunciantes. Se
identifican las violencias institucionales más frecuentes y se ofrecen guías de
actuación para prevenirlas.



MOMENTO: DENUNCIA
Violencia identificada: Revictimización - obligar a repetir el
relato múltiples veces, falta de privacidad, cuestionamientos
culpabilizadores.

QUÉ SÍ HACER QUÉ EVITAR

● Recibir la denuncia de inmediato, sin
condiciones ni demoras injustificadas.

● Garantizar un espacio privado, seguro y
libre de interrupciones.

● Escuchar con empatía, sin interrumpir ni
cuestionar la veracidad del relato.

● Registrar la denuncia de forma completa y
fiel a lo narrado por la mujer.

● Informar sobre medidas de protección
disponibles y activarlas si hay riesgo.

● Pedir que regrese otro día o condicionar
la denuncia a requisitos innecesarios.

● Tomar la declaración en espacios
abiertos o frente a otras personas.

● Hacer preguntas culpabilizadoras como:
"¿por qué no se fue antes?"

● Minimizar los hechos o sugerir que no
ameritan denuncia.

● Persuadir a la mujer para que desista o
se reconcilie con el agresor.

Autoridades responsables: Ministerio Público, Policía de investigación, personal de atención a víctimas

Hallazgo: "Me hicieron repetir lo que pasó como cinco veces, cada vez con una persona diferente.
Sentí que no me creían." - Testimonio de mujer denunciante.

MOMENTO: DENUNCIA Violencia identificada: Persuasión para desistir - comentarios
disuasivos, demoras injustificadas, sugerencias de reconciliación
con el agresor.

QUÉ SÍ HACER QUÉ EVITAR

● Recibir y dar trámite a toda denuncia sin
importar el tipo de delito o relación con el
agresor.
● Informar a la mujer sobre sus derechos y
las etapas del proceso de forma clara.

● Respetar la decisión de la mujer de
continuar o no con el proceso, sin presionarla.

● Canalizar a servicios de apoyo
psicológico y jurídico.

● Sugerir que "no vale la pena" denunciar o
que "es mejor arreglarlo en casa".

● Hacer comentarios como "piense en sus
hijos" o "va a destruir su familia".

● Demorar intencionalmente el trámite para
desanimar a la denunciante.

● Condicionar la denuncia a que presente
pruebas previas.

Autoridades responsables: Ministerio Público, Policía de investigación, personal de primer contacto

Hallazgo: "Me dijeron que mejor lo pensara, que iba a ser un proceso largo y desgastante, que mejor
hablara con él." - Testimonio de mujer denunciante.

36


























	Una apuesta desde las mujeres que han transitado el sistema de justicia, para quienes tienen el deber de transformarlo
	Presentación
	2. Marco normativo

